	Segundo Informe Nacional de Progreso de la Implementación 

de la Convención de la República de Costa Rica 


	2013


PAGE  
Pág. 7
	Segundo Informe Nacional de Progreso de la Implementación 

de la Convención de la República de Costa Rica 


	2013



SECCIÓN INTRODUCTORIA: PRINCIPALES DESARROLLOS RESPECTO A LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES Y MEDIDAS SUGERIDAS POR EL COMITÉ EN LAS TRES PRIMERAS RONDAS Y RESPECTO A OTRAS MEDIDAS PREVISTAS EN LA CONVENCIÓN 
Expedición de leyes.- Mediante Ley Nº 9093 se reformó la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública N° 8422, para ampliar el listado de funcionarios públicos obligados a declarar su situación patrimonial, e incluir a los jueces y fiscales de la República, tanto interinos como en propiedad, y todos aquellos funcionarios que tienen a su cargo el otorgar autorizaciones o permisos a particulares, o bien fiscalizar la ejecución de obras o servicios públicos. 

Con la promulgación de la Ley para el cumplimiento del Estándar de Transparencia Fiscal -N° 9068-, se adicionó varios artículos al Código de Normas y Procedimiento Tributarios –Ley 4755 de mayo de 1971-, entre los cuales se destaca el artículo 115 bis, que posibilita a la Administración Tributaria para que traslade o utilice toda la información necesaria requerida por los tribunales comunes o por administraciones tributarias de otros países o jurisdicciones con las que Costa Rica tenga un convenio internacional que contemple el intercambio de información en materia tributaria. Aunado a lo anterior, se modificó el artículo 615 del Código de Comercio -Ley N.º 3284 de 30 de abril de 1964-, norma que reconoce el secreto bancario en el sistema costarricense, para excepcionar la intervención, que en cumplimiento de sus funciones, haga la Superintendencia General de Entidades Financieras o la Dirección General de Tributación autorizada al efecto.

Elaboración y tramitación de proyectos de ley.- La Comisión Técnica conformada por representantes de la CGR, PGR, MP y ICD, para identificar necesidades de mejora en el ordenamiento jurídico de combate de la corrupción, elaboró el Proyecto de ley N° 18348 de Reforma a la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública N° 8422, que se encuentra actualmente en la corriente legislativa. El Proyecto de ley plantea reforzar el régimen preventivo de la Ley, mediante la incursión de enmiendas al proceso de atención de denuncias, incorporación de medidas de protección adicionales para el denunciante de buena fe, reconocimiento legal de los principales alcances del derecho de acceso a la información pública, y la ampliación del régimen de incompatibilidades y abstenciones vigente. Además, se busca consolidar el sistema de declaraciones juradas, como una herramienta mejorada para la prevención y detección de actos de corrupción. Por último, se pretende efectuar mejoras al régimen sancionatorio. 

Realización de actividades de fortalecimiento institucional.- Desarrollo de una alianza estratégica entre la CGR, el Ministerio Público, el Instituto Costarricense sobre Drogas y la PGR, con el objetivo primordial de establecer una coordinación interinstitucional de asistencia y cooperación que permita enriquecer y desarrollar las actividades de investigación, análisis, control y fiscalización que se llevan a cabo, en el ámbito de las competencias de las partes involucradas, para enfrentar la corrupción. Ha sido conformada una Comisión Interinstitucional con representación de cada uno de los órganos, que mantiene reuniones mensuales, una agenda común, y que sirve de enlace para la coordinación de las acciones concretas. 
Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- El Proyecto de Oralidad y Moderna Gestión de Despachos Judiciales en el Juzgado Penal y el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, despachos a cargo de la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública, implementó nuevas formas de trabajo consistentes en un sistema oral por audiencias, la desmaterialización del expediente físico mediante la adecuación e implementación de herramientas informáticas, organización del trabajo y roles de las personas, nuevos procesos de gestión del trámite para lograr la mejora continua. Los cambios implementados en el sistema de trabajo de los Despachos, demostraron que es posible la disminución drástica del circulante, la disminución de los tiempos de resolución, la mejora en la percepción de las personas usuarias, mayor control de la gestión de los trámite, balanceos de las cargas de trabajo, humanización de la Justicia, acceso expedito a la Justicia, resolución de los casos con respeto a los plazos legales. 
SECCIÓN I: AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES
A. PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS:
1. NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)

1.1. Normas de conducta orientadas a prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento

RECOMENDACIÓN 1.1:

Fortalecer la implementación de leyes y sistemas reglamentarios respecto a los conflictos de intereses, de modo que permitan la aplicación práctica y efectiva de un sistema de ética pública.
MEDIDAS SUGERIDAS:

b) Fortalecer el régimen de acceso e ingreso al servicio de la administración pública y el régimen de incompatibilidades e inhabilidades vigente tomando en cuenta, de acuerdo con los alcances que determine la ley y en relación con los cargos que ésta determine, los siguientes aspectos:

i. Complementar las normas de ingreso a la función pública fortaleciendo los mecanismos preventivos que faciliten la detección de posibles conflictos de intereses que puedan impedir dicho ingreso, incluyendo los altos cargos públicos.

ii. Desarrollar otros mecanismos que identifiquen o detecten causas supervenientes que pudieran ocurrir en el transcurso del ejercicio de la función pública y que pudieran dar lugar a un conflicto de interés. 

iii. Considerar la posibilidad de impulsar e implementar las medidas que considere apropiadas para establecer y poner en operación sistemas y mecanismos de carácter preventivo que detecten los conflictos de intereses en la función pública. Considerando, entre otras alternativas, la viabilidad y conveniencia de crear instrumentos tales como las declaraciones o registros de intereses o actividades para ciertos cargos públicos- ya sea como parte del régimen de declaraciones patrimoniales de ingresos, activos y pasivos o independientemente de ésta-, sus respectivas actualizaciones periódicas, y la creación y mantenimiento de bases de datos que faciliten a los órganos competentes la realización de búsquedas y consultas.
Elaboración y tramitación de proyectos de ley.- Las entidades de control superior PEP, CGR, ICD y MP, presentaron en diciembre pasado ante la Asamblea Legislativa, un proyecto de ley que pretende la reforma parcial de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, que incluye, entre otras cosas, los variantes legislativas necesarias para fortalecer el régimen legal existente de incompatibilidad e inhabilidades. El proyecto de ley se tramita en la Asamblea Legislativa, bajo el número de expediente legislativo N° 18348.
Realización de actividades de fortalecimiento institucional.- Con respecto al fortalecimiento del régimen de acceso e ingreso al servicio de la administración pública y el régimen de incompatibilidad e inhabilidades, se informa que la DGSC ha diseñando un sistema o guía para la  detección de conflicto de intereses, además, ha elaborando un estudio sobre incompatibilidades en el ejercicio de la docencia, y un modelo de directriz para prevenir incompatibilidades en el ejercicio de la docencia. Estas acciones están incluidas en el Plan Operativo Institucional 2012 de la Dirección General de Servicio Civil (POI), y según la programación, serán finalizadas en diciembre del 2012.
d) Mantener debidamente actualizado, ampliar y perfeccionar el registro de personas inhabilitadas en la función pública del Régimen del Servicio Civil, con el fin de que pueda constituir -si aún no lo es- un instrumento efectivo para prevenir y detectar nombramientos en la función pública que puedan ser contrarios a las disposiciones vigentes sobre prohibiciones e inhabilidades del servidor público. Considerar la posibilidad de que la consulta a dicho registro, en forma previa a cualesquier nombramiento de servidores públicos de cierto nivel y categoría sea obligatoria.

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- La DGSC ha tomado medidas para mejorar el registro de inhabilitados, asegurar la actualización de la información contenida en él, y facilitar su utilización como mecanismo efectivo de prevención y detección de nombramientos contrarios a la regulación sobre prohibiciones e inhabilidades. Actualmente, se cuenta con un sistema automatizado, que permite un 100% de verificación del Registro de inhabilitados, para cada uno de los nombramientos efectuados. El Registro de inhabilitados, además, se incluyó en el diseño del denominado SAGETH (Sistema Automatizado de Gestión del Empleo y del Talento Humano), desarrollado por la DGSC y en etapa de ejecución, lo que mejorará aún más el sistema de consulta, ya que estaría disponible en tiempo real. 

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- A través del capítulo VI del Reglamento de Organización y Servicio de las Potestades Disciplinaria y Anulatoria en Hacienda Pública de la Contraloría General de la República –Reglamento N° R-2-2011-DC-DJ del 15 de diciembre de 2011- se incorpora el Sistema de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública (en adelante SIRSA), cuyo objetivo de acuerdo con el artículo 60 del Reglamento es que las sanciones disciplinarias, las sanciones por responsabilidad patrimonial o por daños, y la prohibición de ingreso o reingreso a cargos de la Hacienda Pública dictadas por la Contraloría General de la República, con ocasión de procedimientos administrativos en Hacienda Pública, estén registradas en el SIRSA. El artículo 61 del mismo cuerpo normativo, establece que el SIRSA es un sistema público y podrá ser consultado por cualquier ciudadano. El artículo 72 “Consulta del Registro de Sanciones” del Reglamento de cita, establece que los sujetos pasivos de fiscalización de la Contraloría General deberán consultar el Registro de Sanciones, previo a efectuar cualquier nombramiento para ejercer un cargo de la Hacienda Pública, a fin de valorar la idoneidad de la persona o la existencia de una prohibición de ingreso o reingreso a dicho cargo. 
1.3. Normas de conducta y mecanismos en relación con las medidas y sistemas para exigir a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento

RECOMENDACIÓN 1.3:

Fortalecer los mecanismos con los que cuenta el Estado analizado para exigir a los funcionarios públicos denunciar a las autoridades competentes los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.

MEDIDAS SUGERIDAS:

b) Evaluar la pertinencia de asegurar mayores protecciones al funcionario que denuncie actos ilícitos, especialmente a quienes denuncien actos de corrupción en los que podrían estar involucrados sus superiores jerárquicos.

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- Se simplificó la protección del denunciante de buena fe, a partir de la publicación en el Boletín Judicial del 3 de febrero del 2011, del Reglamento para la Administración del Fondo Especial para la Protección de Víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el Proceso Penal.
Elaboración y tramitación de proyectos de ley.- Además, mediante el Proyecto de Ley de reforma parcial a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, proyecto legislativo N°18348, se pretende adicionar un artículo 4 bis a la Ley Nº 8422, con el fin de incluir medidas de protección administrativa para el funcionario público, denunciante, testigo o que aporte elementos de prueba relevantes en las investigaciones preliminares o procedimientos seguidos por presuntos actos de corrupción, faltas al deber de probidad, conflicto de intereses o cualquier otra situación irregular que incida sobre la Hacienda Pública, tendientes a impedir que sufra perjuicio personal alguno en su empleo.  Este proyecto propone que, si existieren indicios o pruebas de amenazas o represalias en el ámbito laboral en contra del funcionario, el órgano que ostente la potestad disciplinaria en cada institución pueda ordenar, cautelarmente, de oficio o a solicitud del interesado, mediante resolución motivada, entre otras, las siguientes medidas de protección: a) Hacer cesar la perturbación; b) No interferir en el uso y disfrute de los instrumentos de trabajo puestos a disposición del servidor afectado; c) Suspender la ejecución de actos administrativos que puedan conllevar un perjuicio a los funcionarios protegidos; d) Reubicar provisionalmente, trasladar o permutar en su cargo, o en forma excepcional separar temporalmente del cargo con goce de salario al servidor de quien emana la amenaza o represalia, o al funcionario que está siendo objeto de amenazas o represalias. En el último caso, siempre que el servidor protegido haya expresado su consentimiento, el cual deberá quedar constando en la resolución respectiva y; e) Cualquier otra medida de protección que resulte análoga a las anteriores.
2. SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN)

RECOMENDACIÓN 2:

Mejorar los sistemas de control y evaluación del contenido de las declaraciones patrimoniales, ingresos, activos y pasivos y regular su publicidad.

MEDIDAS SUGERIDAS:

e) Establecer sistemas para hacer efectiva y eficiente la verificación del contenido de la declaración jurada de bienes patrimoniales, ingresos, activos y pasivos, fijando plazos y ocasiones para ello; fortaleciendo la facultad que tiene la CGR de programar fiscalizaciones, asegurando que esa fiscalización se aplique a un número representativo de declaraciones; y estableciendo acciones que permitan superar obstáculos para acceder a las fuentes de información que se requieran; y adoptar las decisiones que sean necesarias a fin de que exista una colaboración entre la Contraloría General de la República y otros sectores tales como el financiero y tributario que facilite el intercambio de información dirigido a verificar el contenido de estas Declaraciones.

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- Actualmente, la CGR dispone de un Sistema de Declaración Jurada de Bienes (SDJB) para la recepción de las declaraciones en medio digital, que se constituye en una base de datos automatizada que le posibilita un ejercicio más eficiente de las atribuciones definidas en la Ley N° 8422, tanto para verificar la calidad de la información declarada como para analizar las inconsistencias en las declaraciones y realizar verificaciones automáticas confrontando diferentes bases de datos relacionadas (internas y externas).

A partir de los registros que contiene el citado Sistema de Declaraciones Juradas, anualmente, la CGR efectúa un proceso de verificación simple de los datos declarados por los funcionarios en los componentes cuya información es de acceso público, en particular esa labor se lleva a cabo después de la presentación de las declaraciones anuales que se realiza dentro de los primeros quince días hábiles del mes de mayo. Mediante ese proceso de verificación se pretende determinar, principalmente, inconsistencias, errores y omisiones de información por parte de los declarantes, y ante resultados de ese tipo se procede a prevenir al respectivo funcionario para que aclare y complete la información, como paso previo al establecimiento de responsabilidades por haber incurrido en la falsedad u omisión de datos al momento de la declaración.

La información patrimonial que aportan los declarantes a la CGR –13.465 funcionarios al 20 de marzo de 2012– conforma una amplia base de datos digital, que para su análisis requiere el uso de herramientas informáticas y el acceso a bases de datos externas para poder efectuar comparaciones automáticas de la información para establecer posibles inconsistencias que ameriten la aplicación del régimen sancionatorio establecido en la Ley N°8422 y su Reglamento.

Para efectos de esa labor de verificación, se implementó una herramienta informática que permite relacionar la información de las declaraciones con bases de datos de otros sistemas disponibles en el órgano contralor, principalmente, de instituciones como el Registro Nacional -en cuanto a bienes muebles, bienes inmuebles y personas jurídicas-, el Instituto Nacional de Seguros -en cuanto a pólizas (seguros de inmuebles, vehículos, créditos hipotecarios, obras de arte, colecciones y joyas)-, del Consejo de Seguridad Vial -en lo referente a infracciones a vehículos-, del Tribunal Supremo de Elecciones -en cuanto a información del registro civil-, del Instituto Costarricense de Electricidad -en lo correspondiente a guía telefónica, teléfonos fijos y móviles-,  del Ministerio de Salud -en cuanto al Sistema Nacional de Permisos Sanitarios (SNPS)- específicamente en cuanto a la Inscripción y registro de permisos sanitarios de funcionamiento de productos cosméticos y alimenticios (2009-2010)-, y de la Caja Costarricense de Seguro Social -en lo relacionado con el Sistema Centralizado de Recaudación (SICERE)-, para lo cual se han firmado convenios con algunas de esas instituciones.

Al respecto, procede mencionar que la Contraloría General ha logrado avances en la identificación y disponibilidad de bases de datos públicas que son necesarias para detectar e investigar actos de corrupción, y en la actualidad se tiene acceso a diferentes bases de datos que, mediante la aplicación de medios automatizados, le permiten no sólo constatar la veracidad de la información declarada por los funcionarios, sino también realizar diferentes análisis que posibilitan la detección e investigación de eventuales actos de corrupción e enriquecimiento ilícito.

En el caso de la información protegida por el secreto bancario, la Contraloría General puede verificar esos datos cuando el funcionario brinda su autorización voluntaria en el formulario de la declaración.

3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 Y 11, DE LA CONVENCIÓN)

RECOMENDACIÓN 3.1:

Fortalecer la Contraloría General de la República, la Procuraduría de la Ética Pública, la Defensoría de los Habitantes y el Ministerio Público como órganos de control superior, en lo concerniente a las funciones que desarrollan en relación con el control del efectivo cumplimiento de las disposiciones previstas en los numerales 1, 2, 4, y 11 de la Convención, con el objeto de asegurar la eficacia en dicho control; dotándolos de los recursos necesarios para el cabal desempeño de sus funciones; procurando que cuenten para ello con un mayor apoyo; y estableciendo mecanismos que permitan la efectiva coordinación institucional de sus acciones, cuando corresponda, y una continua evaluación y seguimiento de las mismas.

Realización de actividades de fortalecimiento institucional.- Los órganos de control superior de la República de Costa Rica –CGR, PEP, MP, DHR-, han sido fortalecido en los últimos años, mediante acciones concretas, que han sido comentadas en las respuestas al Cuestionario en relación con la disposición de la Convención Interamericana contra la Corrupción seleccionada para ser analizada en la Cuarta Ronda, por lo que para efectos del análisis de cumplimiento de la presente recomendación, nos remitimos a lo indicado en dicho documento.

RECOMENDACIÓN 3.2:
Reunir información relacionada con las funciones que desempeñan los órganos de control superior tendientes a establecer mecanismos de evaluación en este tema.

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- La Procuraduría de la Ética Pública ha desarrollado un sistema que registra la información relativa al trámite de las denuncias administrativas y los procesos penales por delitos contra los deberes de la función pública en los que tiene participación la Unidad. Este sistema de información permite efectuar evaluaciones sobre distintos aspectos relacionados con el fenómeno de la corrupción, derivar conclusiones, y tomar decisiones basadas en esos datos.

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- Por su parte, la Contraloría General de la República cuenta con sistemas de información desarrollados a lo interno de la institución, que registran información relacionada con sus funciones de control. Cuenta con el sistema de declaraciones juradas, el sistema de denuncias, el sistema de fiscalización posterior, el registro de sancionados, entre otros. 
4. MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 11, DE LA CONVENCIÓN)

4.2. Mecanismos para el acceso a la información

RECOMENDACIÓN 4.2.1:

Instituir normas jurídicas y medidas que apoyen el acceso a la información pública.

MEDIDAS SUGERIDAS:

b) Contemplar la conveniencia de integrar y sistematizar en un solo cuerpo normativo las disposiciones que garantizan el acceso a la información pública.

Expedición de leyes.- En el sistema costarricense, el derecho de acceso a la información administrativa tiene sustento constitucional, y ha sido desarrollado, ampliamente, por la jurisprudencia de la Sala Constitucional, la cual se ha encargado de reconocerle vastos alcances, y garantizar su libre ejercicio. Esto ha permitido, que los habitantes cuenten con seguridades para ejercer su derecho y un conocimiento importante sobre sus alcances, y que la Administración Pública tenga claridad sobre las obligaciones que este derecho constitucional le genera. No obstante lo anterior, recientemente se aprobó la Ley sobre Regulación del Derecho de Petición, misma que se encuentra a la espera del trámite de publicación. En dicho texto se establecen los parámetros generales del ejercicio del derecho de petición del ciudadano establecido en el artículo 27 de la Constitución Política, tales como el objeto del mismo, las formalidades que deben ser observadas, el procedimiento para resolver una solicitud de información, la protección jurisdiccional del derecho como tal, y las sanciones derivadas de la inobservancia de este derecho.

Elaboración y tramitación de proyectos de ley.- Aunado a lo anterior, existen dos iniciativas que persiguen darle desarrollo en legislación secundaria al derecho de acceso a la información pública. La primera de ellas, se encuentra en corriente legislativa, y es parte del proyecto de reforma a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito que se tramita en la Asamblea Legislativa bajo el número de expediente 18348, que incluye una norma que define los principales aspectos del derecho. La segunda, se trata de una iniciativa del señor Vicepresidente de la República de Costa Rica Alfio Piva, a partir de la cual se ha conformado un grupo de trabajo con representantes de la sociedad civil: Grupo Costa Rica Íntegra, y de órganos estatales: Tribunal Supremo de Elecciones, Presidencia de la República, Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, Procuraduría de la Ética Pública, Contraloría General de la República, Defensoría de los Habitantes de la República y Secretaría de la Corte Suprema de Justicia, el cual pretende elaborar un proyecto de ley consensuado, que desarrolle el derecho constitucional de acceso a la información pública.

c) Continuar fortaleciendo, tanto la creación como la labor, de las Contralorías de Servicios, dotándolas de recursos humanos, técnicos y financieros y divulgando el sistema y los servicios que ofrecen, según lo sugiere un estudio, que al efecto realizó el Estado analizado.

Realización de actividades de fortalecimiento institucional.- Por Decreto Ejecutivo N°34587 del 27 de mayo de 2008, se reguló la Secretaría Técnica dentro del Sistema Nacional de Contralorías de Servicios como un órgano técnico del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica –en adelante MIDEPLAN-, encargado de dar apoyo a las contralorías, con la competencia para definirles lineamientos y directrices de mejoramiento del servicio, dar seguimiento a su labor, desarrollar acciones de capacitación, entre otras. En el año 2010, la Secretaría Técnica coordina con la Defensoría de los Habitantes de la República para lograr apoyo en materia de contralorías de servicios, además, apoya el Proyecto Espacios de Participación Ciudadana EPC-ICE, y coordina con el Proyecto el Estado de la Nación para el Capítulo de Fortalecimiento de la Democracia desde las Contralorías de Servicios.
Realización de actividades de capacitación.- En el año 2011, este mismo órgano realiza dos talleres dirigidos al personal de las contralorías de servicios, uno sobre uso de Excel para elaboración de los Informes de Labores, y otro sobre el tema de Participación ciudadana en el Gestión Pública, como parte de la Misión de la Cooperación Técnica CLAD-MIDEPLAN Costa Rica. Además, la Secretaría lleva a cabo las siguientes actividades: 1) Participa en la Feria del Día Mundial del Consumidor, por invitación del MEIC, en donde se entrega información de las contralorías de servicios y del Plan Nacional de Desarrollo 2011, a las instituciones participantes y al público en general, 2) Realiza sesiones de trabajo con contralorías de servicios de las Municipalidades, para la revisión de los principales trámites y servicios municipales, 3) Sistematiza el Taller de Retroalimentación CS-STSNCS 2010, y prepara el Plan de Trabajo 2011, 4) Revisa los planes anuales de trabajo de las contralorías de servicios 2011, 5) Actualiza la Guía Metodológica para la elaboración del Informe anual de Labores 2011, 6) Efectúa sesiones de trabajo con diferentes contralorías de servicios, para la elaboración de los Informes de Labores, 7) Elabora el Diagnóstico del Sistema Nacional de Contralorías de Servicios 2010 “Una visión actual de las Contralorías de Servicios”, hace la divulgación impresa y lo publica en la página web del MIDEPLAN, 8) Desarrolla el Taller Anual de evaluación y retroalimentación del funcionamiento de las contralorías de servicios y la Secretaría Técnica, con el fin de valorar, conocer e intercambiar experiencias sobre mejores prácticas en pro de la mejora de los servicios y la satisfacción de los usuarios, capacitación en temas de interés: Atención de clientes difíciles y Participación ciudadana, 9) Asistencia técnica y evacuación permanente de consultas a las contralorías de servicios institucionales, en temas relacionados con su gestión.

d) Fortalecer los mecanismos que garanticen el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, de manera tal que el mismo no pueda ser negado por causales diferentes a las que determine la ley o con base en criterios diferentes a los que en ella se  establezcan. Previendo con ese fin, entre otros aspectos los siguientes: i) procedimientos para la recepción de solicitudes y para responder a éstas oportunamente; ii) requisitos de admisibilidad y la consecuencia si no se cumple con ellos; iii) razones por las cuales puede rechazarse una solicitud; iv) forma de comunicación al administrado; v) recursos expeditos y especializados que posibiliten, en vía administrativa recurrir la decisión del servidor público que indebidamente niegue el acceso a la información que se le solicita; y vi) aumento en el número de las sanciones existentes, a fin de cubrir un espectro más amplio de supuestos que podrían entorpecer, retardar o imposibilitar el ejercicio de este derecho y que envuelvan la conducta del servidor público.

Ver avances reportados para la recomendación 4.2.1 medida b).

4.4. Mecanismos para estimular la participación en la gestión pública 

RECOMENDACIÓN 4.4:

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública.

MEDIDAS SUGERIDAS:

a) Establecer mecanismos, adicionales a los ya vigentes, que fortalezcan la participación de las organizaciones de la sociedad civil en la gestión pública y especialmente en los esfuerzos para prevenir la corrupción, y promover el conocimiento de los mecanismos de participación establecidos y su utilización.

Otras.- La Ley Nº 3859 le ordena al Estado costarricense, incluir en el Presupuesto Nacional, una partida equivalente al dos por ciento del estimado del impuesto sobre la renta de ese período, para destinar a las asociaciones de desarrollo de la comunidad; aporte que, según estudio efectuado por la Contraloría General de la República en el año 2011 - Informe N° DFOE-DL-IF-21-2011-, ascendió a unos 21.426 millones de colones
, para el período comprendido entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2010. La ayuda económica que, año tras año, es suministrada a estas organizaciones de la sociedad civil, por parte del Estado costarricense, indiscutiblemente, ha sido un factor vital para el desarrollo del movimiento comunal organizado del país.

La CGR está formulando su estrategia de participación ciudadana, con la cual pretende fortalecer y/o generar acciones sistemáticas e integrales orientadas al fortalecimiento de las relaciones con la ciudadanía, como medio para contribuir con el control ciudadano, potenciando para ello la plataforma informática de que dispone la CGR, así como otros medios de difusión y comunicación que requieren explorarse, a fin de ofrecer un abanico de alternativas para promover la participación ciudadana activa, aspecto que se constituye en uno de los principios de la rendición de cuentas necesario para un buen gobierno. 

La Defensoría de los Habitantes de la República implementa una propuesta de participación ciudadana que se está coordinando con el gobierno local de Tarrazú, provincia de San José, Coopetarrazú R.L y sociedad civil, que tiene como objetivo desarrollar un proyecto de transparencia, que instaure una cultura de rendición de cuentas, acceso a la información y participación ciudadana para lograr la transparencia en la gestión pública en el cantón de Tarrazú. Concretamente, se busca a través del proyecto: 1) Analizar y difundir información sobre el comportamiento de las entidades y organismos públicos, 2) Promover el derecho de los ciudadanos a influir en las políticas públicas que afectan a la comunidad, 3) Fomentar para la iniciativa privada, un medio de desarrollo empresarial confiable con respecto a sus relaciones con el Gobierno Local y, 4)Fortalecer las áreas débiles que obstaculicen el fomento de una cultura de rendición de cuentas, acceso a la información y participación ciudadana.
Por otro lado, el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal – en adelante IFAM- ha venido desarrollando una serie de acciones tendientes a impulsar y fortalecer la participación ciudadana en los cantones del país. Coordinó con las municipalidades, la inclusión de mecanismos de promoción de una cultura de participación ciudadana, en el módulo de organización y funcionamiento de los Concejos de Distrito, como parte del IX Programa Nacional de Capacitación para las Autoridades Municipales 2010-2016; programa, que se diseña y ejecuta por parte del IFAM, cada cuatro años. 

b) Determinar que el resultado que se derive del ejercicio de esos mecanismos, pueda ser considerado necesariamente como insumo vital en el proceso de toma de decisiones.

Las acciones descritas a continuación, reflejan la incidencia que está teniendo la participación ciudadana en el proceso de toma de decisiones en nuestro país.

Otras.- El Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica realizó una consulta, en todo el país, durante los meses de junio y julio 2011, visitando: 19 cantones, mercados, universidades, parques, estaciones de bus, en el marco del “Proyecto Costa Rica: Visión a Largo Plazo”, con el objetivo de conocer las oportunidades, fortalezas y amenazas que enfrenta el país en el campo económico, social, ambiental y de gobernabilidad.  Dicha consulta sirvió de base, para la definición de los temas de largo plazo que están siendo discutidos por diversos actores de la sociedad (públicos, privados, académicos y actores sociales), que le van a permitir al MIDEPLAN definir objetivos de largo plazo y metas a efectos de garantizar el compromiso de los diversos actores sociales para su ejecución.  Además, en el Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014 “María Teresa Obregón Zamora” se visitaron cinco regiones del país, Región Chorotega, Región Atlántica, Pacífico Central, Huetar Norte y Brunca, con el objetivo de incorporar programas y proyectos en el Plan  Nacional, con la participación de actores de cada una de esas regiones. 

Realización de actividades de fortalecimiento institucional. El IFAM desarrolló el Proyecto de Fortalecimiento Municipal y Descentralización FOMUDE, mediante el cual se desarrollaron algunas acciones de interés: a) En materia de planificación y gestión del desarrollo local, se promovieron diversos estudios en la materia y, en alianza con el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), se adoptó el concepto de Desarrollo Humano Local. Así, se promovió la participación de más de 800 personas que, de manera voluntaria, dieron vida a los Equipos de Gestión Local, quienes, a su vez, guiaron y convocaron a más de 20.000 participantes para ponerse de acuerdo sobre un conjunto de aspiraciones y propuestas que dan contenido a 43 Planes de Desarrollo Humano Local, 186 agendas distritales y 43 Planes de Acción de dichos planes. De esta forma, la mitad del país cuenta con una potente herramienta de desarrollo local, la cual ha sido desarrollada en el marco de un proceso participativo y comprensivo; b) Con base en la Planificación del Desarrollo Local desarrollada, 41 Gobiernos Locales, con participación de 271 de sus funcionarias y funcionarios, asumieron la oportunidad de formular sus Planes Estratégicos Municipales, con un horizonte de cinco años, incluyendo un ejercicio de presupuestación ad hoc. En el marco de este proceso, se generaron también 24 Planes de Mejora para la gestión municipal.

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- También interesa comentar, que el IFAM elaboró el Reglamento de Planificación territorial con participación ciudadana (Planes Reguladores), como una forma de incentivar y ordenar la participación de la ciudadanía en lo que respecta al ordenamiento de sus territorios, el cual se utilizó en la asesoría para la elaboración de los Planes Reguladores en la Región Chorotega, cuyo unidad ejecutora era BID Catastro.

4.5. Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública

RECOMENDACIÓN 4.5:

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en el seguimiento de la gestión pública.

MEDIDAS SUGERIDAS:

b) Considerar la implementación de programas, adicionales a los ya existentes, de difusión y capacitación dirigidos a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales sobre los aspectos tratados en las secciones 4.1 a 4.5 de este informe.

Realización de actividades de capacitación.-  El Estado de Costa Rica, ha efectuado importantes esfuerzos, desde entidades diversas, para difundir y capacitar sobre la normativa y mecanismos de participación ciudadana, con que cuenta el país. 

La Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos –ARESEP-,  por medio de la Dirección General de Participación del Usuario, ha llevado a cabo acciones de capacitación dirigidas al usuario para el acceso a la información, esto a través de: charlas a grupos de consumidores, escuelas, colegios, asociaciones de adultos mayores, CCSS y Colegio de Abogados, pautas de publicidad en Canal 13 sobre derechos de los usuarios. Junto con el Ministerio de Economía Industria y Comercio y el Ministerio de Salud, realizó charlas con líderes comunales (Encuentros regionales), ferias con otros operadores de servicios públicos, y ha elaborado folletos y material informativo.

Otras.- Además, la ARESEP incluyó en el Plan Estratégico de la Institución 2012-2016 un objetivo estratégico denominado: “Fortalecimiento de la comunicación y participación del usuario”,  con fin de dar un mayor impulso a la participación de las organizaciones sociales mediante asesorías, acceso a información y trámites simples, y en definitiva, la educación e información que permita a los ciudadanos conocer y ejercer sus  derechos.  Los objetivos específicos de este Plan son: a) Formular el Plan General de Participación Ciudadana para el año 2013, que sea una guía de trabajo y que siente las bases para una efectiva promoción de la participación ciudadana; b) Establecer convenios y acuerdos de colaboración mutua con entidades que faciliten  espacios de participación ciudadana; c) Investigar e identificar la población meta para lograr una amplia participación en la promoción y fortalecimiento de organizaciones de usuarios; d) Motivar a la población en general para que conozca la ARESEP, sus funciones, objetivos y las formas de participación ciudadana para un ejercicio pleno de sus derechos como usuarios de servicios públicos; e) Incentivar a la población en general para que se organice en grupos de usuarios, con el fin de promover mecanismos para una defensa efectiva de sus derechos como usuarios de los servicios públicos; f) Orientar y promover acciones educativas con organizaciones comunales y de usuarios sobre los derechos de los usuarios, para así lograr un empoderamiento; g) Proponer un canal de comunicación alterno e innovador mediante el uso de herramientas tecnológicas que permitan el acercamiento de la Autoridad Reguladora a la población en general; h) Elaborar un reglamento o resolución con los derechos de las personas usuarias de los servicios públicos, que sirva como referencia para procesos de participación ciudadana e; i) Evaluar la percepción de los usuarios acerca de la gestión institucional y la calidad de los servicios públicos, con el fin de utilizarla.

Realización de actividades de capacitación.- Por su parte, el IFAM realizó un módulo sobre la organización y funcionamiento de los concejos de distrito, para establecer un diálogo entre las municipalidades y las comunidades. El objetivo planteado para este módulo fue: “Promover una cultura de participación ciudadana en la gestión municipal mediante el adecuado funcionamiento de los Concejos de Distrito, que permita la transparencia y rendición de cuentas, así como ejercer el control ciudadano en la gestión de los gobiernos locales.”  La población meta de estas capacitaciones fueron los 473 concejos de distrito del país, que son integrados por 4730 concejales propietarios y suplentes, incluidos los síndicos de todo el país. Los participantes fueron preparados para la adecuada dirección y conducción de su gestión como órganos de apoyo a la gestión municipal participativa, lo que posibilita un mejor control ciudadano. Se les brindó capacitación básica sobre conducción de sesiones, legislación municipal, mecanismos de participación ciudadana, manejo de partidas específicas, y gestión de proyectos, entre otros temas.

A continuación se brinda un resumen de las actividades realizadas, funcionarios municipales y municipalidades participantes: 

	ACTIVIDAD
	# DE EVENTOS
	# FUNCIONARIOS MUNICIPALES PARTICIPANTES
	# MUNICIPALIDADES

	Módulo de capacitación sobre Organización y funcionamiento de Concejos de Distrito
	45
	843
	San José, Escazú, Alajuelita, Santa Bárbara, Desampardos, Talamanca, Limón, Cañas, Bagaces, Tilarán, Abangares, Carrillo, Santa Cruz, Nicoya, Hojancha, Nandayure, Buenos Aires, Golfito, Osa, Garabito, Parrita, Aguirre, Corredores, Coto Brus, Pérez Zeledón, Liberia, La Cruz, Cartago, Atenas, Santa Ana, Mora, Puntarenas, Montes de Oro, Puriscal, Acosta, Aserrí, El Guarco, Oreamuno, Montes de Oca, Coronado, Tibás, Curridabat, Upala, Guatuso, Zarcero, Siquirres, Matina, Los Chiles, Esparza, Pococí, Guácimo, Sarapiquí, Jiménez y  Turrialba

	Taller de educación financiera y presupuestaria
	1
	27
	Moravia, Montes de Oca, Aserrí, Tarrazú, Desamparados, Escazú, Puriscal, San José

	
	
	
	

	TOTAL
	46
	870
	59 municipalidades


Como parte del Proyecto de Fortalecimiento Municipal y Descentralización –FOMUDE-, el IFAM promovió el diseño y difusión de campañas de sensibilización dirigidas a la población sobre el papel de los gobiernos locales y la importancia de la participación ciudadana en distintas áreas (residuos sólidos, señalización, papel de la municipalidad, etc.). Además, el proyecto FOMUDE tuvo una variada oferta de capacitaciones, intercambio de experiencias y  foros que ayudaron a fomentar el desarrollo de capacidades. Una parte importante de estas iniciativas tuvieron una significativa participación de personas procedentes de la sociedad civil y privada.

	Tipo de Actividad
	# de Acciones
	# Total de participantes
	# Acciones  con participación sociedad civil
	# participantes de la sociedad civil

	Foros, charlas y encuentros
	104
	8.955
	46
	2.100

	Capacitación impartida por el IFCMDL
	16
	2.946
	3
	589

	Capacitaciones en el marco de subvenciones
	6
	4.160
	3
	1.024

	Capacitaciones PDHL
	574
	23.501
	450
	23.311

	Capacitaciones ONU HÁBITAT
	70
	2.578
	63
	2.433

	Capacitaciones Observatorios
	
	530
	
	

	Intercambio de experiencias IFCMDL
	50
	1.410
	15
	1.057

	TOTAL
	820
	44.080
	580
	30.514

	Porcentaje de participación S. Civil
	
	
	71%
	69%

	Nota 1: Algunas de las acciones de capacitación incluye varios módulos y por tanto varios eventos, en otros casos son eventos de solo un día.


___________________

Fuente: Registros de oferta de capacitación. FOMUDE

De las 820 acciones de desarrollo de capacitación impulsadas por el proyecto, en 580 hubo significativa participación de la sociedad civil (un 71% de las acciones). Por otro lado, del total de 44.080 participantes en las mismas, 30.514 pertenecían a la sociedad civil, lo que representa un 69% del total.

La oferta dirigida al sector comunal por parte del Instituto de Formación, Capacitación Municipal y Desarrollo Local, se centró en las siguientes áreas:
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Los niveles de satisfacción por acción educativa y por región, oscilaron entre el 88% y el 98%.

Por otra parte, el IFAM con ocasión de las dos últimas elecciones de autoridades municipales, la Institución diseñó y coordinó con otras entidades estatales, entre ellas: la Contraloría General de la República, la Defensoría de los Habitantes, Dinadeco y Tribunal Supremo de Elecciones, una serie de charlas dirigidas a la ciudadanía en general, sobre temas que tienen que ver con la planificación local, participación ciudadana, gestión municipal, mecanismos de participación ciudadana, entre otros temas. El objetivo de éstas, fue incentivar una participación  más activa y eficaz de la ciudadanía en el desarrollo y progreso de su territorio.

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.-La CGR informa que sus programas de difusión para promover la transparencia, se reflejan en el acceso amplio de los interesados y la ciudadanía en general, a la información sobre los planes de las instituciones públicas y de los presupuestos públicos. En tal sentido, también es destacable la continuidad de esfuerzos de la CGR por generar información que contribuya al control de parte de usuarios interesados, los Diputados, la ciudadanía y los medios de prensa, por medio de su plataforma tecnológica y sus sistemas de información institucionales, tales como el Sistema de Información de Presupuestos Públicos (SIPP), el Sistema de Información sobre la Actividad Contractual (SIAC) y el Sistema de Denuncia Electrónica (SIDE), Sistema de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública (SIRSA), entre otros.

d) Considerar, en el marco del ordenamiento jurídico vigente, la conveniencia de establecer mecanismos que posibiliten a las comunidades civiles y urbanas que se creen y articulen, atribuciones y facultades de control social de las obras y servicios de municipales de impacto vecinal y del uso de los recursos presupuestados y destinados a estos efectos.

Otras.- Al respecto, se han efectuado algunos esfuerzos, para complementar y reforzar los mecanismos existentes que permiten el control social de las obras y servicios municipales, de parte de las comunidades civiles y urbanas, como es el caso de las contralorías de servicios; esfuerzo, que fue comentado y descrito supra.

Por otra parte, resulta de interés mencionar la iniciativa de la Secretaría Técnica del Sistema Nacional de Contralorías de Servicio, que ha pretendido el desarrollo de un proyecto para implementar en nuestro sistema el Programa Cartas de Compromisos con la Ciudadanía, herramienta innovadora que pretende abrir nuevos espacios de participación ciudadana en los procesos de formulación, ejecución, gestión y evaluación de los servicios brindados por la Administración Pública. 

Asimismo, debe comentarse que como parte del Proyecto de Fortalecimiento Municipal y Descentralización –FOMUDE-, desarrollado por el IFAM, se conceptualizaron e implementaron las auditorías ciudadanas como un instrumento que permite a la ciudadanía evaluar y hacer propuestas a procesos institucionales que contribuyan a hacer más eficiente y transparente la gestión municipal. A partir del proyecto, se conformaron 8 equipos de auditoría ciudadana, los cuales analizaron temas como los permisos de construcción, el mantenimiento de vías o el impacto medioambiental de las actividades de su municipalidad, entre otros. En la siguiente tabla, se muestra el contenido de cada una de ellas:

	Cantón
	Auditorías ciudadanas

	Flores
	Aplicación de las políticas de accesibilidad.   Ley 7600 por parte de la Municipalidad

	Grecia
	Los permisos de construcción: las inconsistencias y fiscalización de los permisos de construcción en el Cantón de Grecia

	Matina
	Concesiones para la extracción de materiales en los ríos de Matina

	Mora
	Aseos de vía y sitios públicos

	Palmares
	El otorgamiento de certificados para el uso de suelos

	Puriscal
	Desenvolvimiento de la Unidad Técnica de Cara al Mejoramiento de la Red Vial Cantonal

	Santa Bárbara
	Los permisos de construcción, mantenimiento y concesión de obras públicas que afectan el recurso hídrico del cantón

	Turrubares
	Plataforma de valores del catastro municipal



_________________              

 Fuente: Informe final de PNUD

7. RECOMENDACIONES GENERALES

RECOMENDACIÓN 7.1.:

Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.

Realización de actividades de capacitación.- En los últimos años, se han incrementado, significativamente, los esfuerzos de los órganos y entes estatales, en materia de capacitación de funcionarios, en temas desarrollados por la Convención Interamericana contra la Corrupción. A continuación, se mencionan algunos de ellos: 

En relación con esta temática, la Contraloría General de la República diseñó y ejecutó en el transcurso del año 2010 y 2011 un Programa de Nuevas Autoridades, con alcance de varias poblaciones objetivo como son: Diputados electos, Jerarcas de Ministerios e Instituciones Descentralizadas, Asesores Legislativos, Asesores Jerarcas de Ministerios e Instituciones Descentralizadas, Regidores y Alcaldes Municipales, es decir, los puestos de elección popular y los puestos designados por la Presidencia de la República, los asesores legislativos y de jerarcas de la Administración Activa.
El programa inició en el mes de abril de 2010, con la capacitación a los Diputados y Jerarcas de Ministerios e instituciones descentralizadas, asesores legislativos y de jerarcas de la Administración activa y regidores municipales; y las visitas a los despachos ministeriales, instituciones descentralizadas y municipalidades, con el fin de lograr un acercamiento con las nuevas autoridades, y para dar a conocer las prioridades de la fiscalización que realiza la CGR. En dicha capacitación, se trató los temas del bloque de legalidad referente a las prohibiciones de los jerarcas y sus obligaciones y responsabilidades respecto al tema de control interno y auditoría interna, contratación administrativa y tratamiento de denuncias, además, se hizo entrega de un material impreso de consulta sobre las principales responsabilidades y prohibiciones que tienen en el ejercicio de su cargo.

En la capacitación del Poder Legislativo, participaron los 57 Diputados electos y personal administrativo de la Asamblea Legislativa, y en la del Poder Ejecutivo, electo en ese momento o por designación, participaron 91 personas compuestas de la siguiente forma: Presidenta y Vicepresidentes electos (3), 21 jerarcas de Ministerios, 31 viceministros y viceministras, 16 jerarcas de instituciones descentralizadas, Contralora y Subcontralora General y 8 funcionarios de la CGR, Procuradora General y 4 funcionarios de la PGR.

En el caso de los regidores, la capacitación fue impartida mediante videoconferencia a todos los funcionarios ocupantes de dicho puesto, y mediante visita, la de los despachos ministeriales, instituciones descentralizadas y municipalidades.

En el año 2011, se realizó la capacitación de los puestos de elección popular del régimen municipal, en donde se realizaron 8 actividades: 4 en la sede de la CGR, y 4 en las localidades de Liberia, San Ramón, San Carlos y Pérez Zeledón; las cuales estuvieron dirigidas a los Alcaldes, Vicealcaldes, Intendentes y Viceintendentes, con los siguientes contenidos: formas de acceso y oportunidades de uso de los productos y servicios de la fiscalización integral, y los sistemas de información de la CGR como apoyo a la gestión municipal.
En el tema de preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos, la CGR ha desarrollado una capacitación dirigida, específicamente, a las siguientes temáticas:

· Control interno: Fortalecimiento de este sistema por medio de la capacitación sobre las regulaciones correspondientes, como insumo para realizar las acciones de administración y fiscalización, como medio para fortalecer la gestión pública. Se impartió, tanto en modalidad virtual como presencial, y fue dirigido a la Administración activa y a las auditorías internas. El 57% de capacitaciones realizadas están relacionadas con materia de Adquisiciones, y un 25% de las capacitaciones se basaron en el Control Interno, que constituyen los principales ejes temáticos del Plan de Capacitación Externa de la CGR, para el año 2011. También, se brindó capacitación sobre el sistema específico de valoración del riesgo institucional.

· Consolidación del "Sistema de Capacitación en Contratación Administrativa (SICCA)", para el fortalecimiento de la gestión de adquisiciones y compras públicas en el Sector Público, el cual se impartió en forma presencial, y partir del año 2009, en forma virtual. También, se ofreció el curso "Modalidad de Entrega según Demanda", y el “cartel de adquisición de equipo y maquinaria”, que coadyuvan en el fortalecimiento de la gestión de adquisiciones.

· Desarrollo de un programa dirigido al sector municipal para fortalecer las competencias en el marco normativo contable, administración tributaria y otras, necesarias para fortalecer la gestión municipal. En este programa participaron instituciones como el Ministerio de Hacienda, UNED, UCR-Centro de Investigación y Capacitación en Administración Pública (CICAP), UCR-Escuela de Administración de Negocios. Destacan actividades tales como: la Asesoría Municipal, Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (NIC-SP), y Temas Gerenciales para Alcaldes.

· Ejecución del III Congreso Nacional de Gestión y Fiscalización de la Hacienda Pública con el tema relativo a las “Normas Internacional de Contabilidad del Sector Público”, en el año 2008, para impulsar la implementación de dichas normas como estándar para el registro de las transacciones.

· Ejecución de un programa de desarrollo de capacidades para las unidades de auditoría interna, donde se abordaron temas tales como: la calidad de las recomendaciones contenidas en los informes de auditoría interna, y las experiencias derivadas de su participación en las sesiones de los órganos colegiados de las instituciones.

· Fortalecimiento de la función de auditoría interna en el Sector Público por medio de actividades sobre uso de herramientas de auditoría, y a partir del 2011, con un programa estructurado que se denomina “Desarrollo de capacidades de las Unidades de Auditoría Interna”, que contempla materiales tales como: auditoría operativa, tecnologías de información, control interno y otras materiales relativas.
Asimismo, la CGR ha brindado capacitación individualizada, en forma reiterada, todos los años, sobre los siguientes temas: 

· Exigencia a los funcionarios públicos de informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. En esta temática, se ha contribuido con la difusión de normativa y procedimientos relativos a la tramitación de denuncias, y el desarrollo de procedimientos administrativo, asimismo, se ha capacitado a abogados en materias tales delitos funcionales.

· Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos. Como parte del proceso anual de la recepción de Declaraciones Juradas, se brinda capacitación a personal de instituciones sobre la preparación de dicha declaración, y a las unidades de recursos humanos, sobre el módulo específico que le corresponde actualizar de información sobre los declarantes excluidos e incluidos. Además, en el campus virtual de la Contraloría General de la República, se cuenta con un curso sobre el sistema de declaraciones, para el acceso de cualquier funcionario público que quiera auto capacitarse sobre el sistema.

Por su parte, la Procuraduría de la Ética Pública cuenta con un programa de capacitación para las Administraciones Públicas que pretende concientizar sobre el ejercicio ético de la función pública, que incluye temas tales como: “Ética y Probidad en el ejercicio de la Función Pública”, “Responsabilidad penal y la Ley 8422”, “La denuncia de actos de corrupción”, “Delitos por los que la PEP puede denunciar y acusar a los funcionarios”, “Compromisos de Costa Rica producto de la suscripción a los convenios internacionales en materia de corrupción”, “Fortalecimiento de Valores Personales y Sociales relacionados con la Ética Pública”, “Prohibiciones para ejercer profesiones liberales e incompatibles”, “Daño Social”, entre otros. 

El siguiente cuadro, muestra un resumen cuantitativo de las charlas, conferencias, seminarios y cursos impartidos por la PEP durante el periodo 2007 al 2011, cuyo objetivo principal es la prevención de actos de corrupción.

	Año
	Ministerio
	Institución Autónoma
	Institución Privada
	Total
	Charlas
	Tema
	Funcionarios Participantes

	2007
	17
	13
	1
	31
	5
	1
	261

	2008
	1
	11
	1
	13
	16
	5
	1279

	2009
	7
	5
	
	12
	15
	8
	819

	2010
	4
	4
	1
	9
	10
	3
	612

	2011
	4
	2
	
	6
	6
	4
	315

	TOTAL
	33
	35
	3
	71
	52
	21
	3286


Parte de los esfuerzos en capacitación, se han direccionado a organizaciones públicas con notable vulnerabilidad, para las cuales se han efectuado programas especiales, ajustados a sus funciones y riesgos particulares. Un ejemplo de ello, lo encontramos en el programa impartido para la Policía de Tránsito, en el año 2010, el cual cubrió un 25% del total del personal, con una extensión mayor en horas de capacitación que el regular, y un formato diseñado para grupos pequeños de funcionarios, con la intención de lograr más interacción con los participantes.

La Defensoría de los Habitantes de la Republica, en coordinación con la Comisión Nacional de Rescate de Valores, han realizado eventos anuales donde se exponen los esfuerzos de la DHR en el tema: La Transparencia y la lucha contra la corrupción como factor de desarrollo social y económico.

El Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, ha realizado actividades de capacitación con el propósito de brindar las herramientas necesarias a los responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos institucionales, como por ejemplo: 1) La Oficina de Gestión Institucional de Recursos Humanos, anualmente, realiza un plan de capacitación en el cual se integran las necesidades de capacitación que poseen los servidores públicos que laboran en la Institución, 2) Coordinan con la Dirección General de Servicio Civil, para brindar,  anualmente, una capacitación acerca de la “Ética y la Dignificación en la Gestión Pública”, 3) Brindan, periódicamente, charlas por parte de la Unidad de Sistemas acerca de los sistemas con los que cuenta la Institución para el acceso a la información, 4) Imparten capacitaciones a funcionarios públicos sobre la importancia de la participación ciudadana, Cartas de Compromiso con el Ciudadano (Contralorías de Servicios), Técnicas de gestión de proyectos (Inversiones Públicas) y herramientas y metodologías para el seguimiento y evaluación de las metas (Evaluación y Seguimiento) y, 5) Brindan capacitaciones periódicas a los funcionarios de ese Ministerio, acerca de la importancia de los sistemas de control interno y los sistemas de valoración de riesgos institucionales, en coordinación con Planificación Institucional, Control Interno y la Oficina de Gestión Institucional de Recursos Humanos.

Aunado a ese esfuerzo, la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos brindó capacitación a sus funcionarios en la resolución alterna de conflictos (RAC), cursos de mediación y conciliación, específicamente, para servidores relacionados con la solución o prevención de conflictos de intereses y reclamos. Con respecto a la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados al personal de la ARESEP, se le ha cursado capacitación sobre la normativa aplicable al uso y preservación de recursos públicos con frecuencia, y los componentes funcionales de la Ley de Control Interno 8292 (Ambiente de Control, Evaluación del Riesgo, Actividades de Control, Sistemas de Información y Seguimiento).

RECOMENDACIÓN 7.2.

Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado, que permitan verificar el seguimiento de las recomendaciones establecidas en el presente informe y comunicar al Comité, a través de la Secretaría Técnica, sobre el particular. A los efectos señalados, podrá tomar en cuenta el listado de indicadores más generalizados, aplicables en el sistema interamericano que estuvieran disponibles para la selección indicada por parte del Estado Analizado, que ha sido publicado por la Secretaría Técnica del Comité, en página en Internet de la OEA, así como información que se derive del análisis de los mecanismos que se desarrollen de acuerdo con la recomendación 7.3 siguiente. 

Otras.- Durante el año 2010, con el apoyo y asesoría técnica del MESICIC, fueron sometidos a consideración y análisis de diferentes agentes públicos y privados, los Informes de la República de Costa Rica emitidos por el presente Mecanismo, con el propósito de construir una agenda país, que permitiera dar cumplimiento a las recomendaciones giradas, de la mejor forma posible, y con el apoyo y la participación de los involucrados. Los resultados fueron plasmados en el documento denominado “Plan de acción para la implementación de las recomendaciones del MESICIC en Costa Rica”, el cual se ha convertido en un instrumento muy valioso, en la labor de verificación del nivel de cumplimiento de las recomendaciones, en la identificación de los agentes responsables de dar cumplimiento a cada una de ellas, y en el trabajo que se viene desarrollando para impulsar la toma de medidas dirigidas a ese fin.

La Contraloría General de la República informa al respecto, además, que de conformidad con la Ley General de Control Interno –Ley N°8292-,  se establece la obligatoriedad, para todo ente u órgano sujeto a la Ley, de disponer de un Sistema de Control interno aplicable, completo, razonable, integrado y congruente con las competencias y atribuciones institucionales, con el propósito de proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal, así como exigir la confiabilidad y oportunidad de la información, garantizar la eficiencia y eficacia de las operaciones y cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico. Lo anterior, permite a los jerarcas y niveles medios de dirección mantener un eficiente control sobre las diversas operaciones que realiza las instituciones y garantizar un efectivo apoyo a la toma de decisiones. De esta forma, se cuenta con los respectivos procedimientos de conocimiento pleno de sus funcionarios, al tiempo que se mantiene, una constante evaluación de los mismos para su mejora e implementación, en respuesta a los cambios constantes que conllevan mejoras en la prestación de los diversos servicios institucionales.

Complementariamente, se dispone de un sistema específico de valoración de riesgos (SEVRI), con el objetivo de identificarlos y adoptar las medidas que permitan ubicarlos a nivel de riesgo institucional aceptable, y en caso contrario, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo. Todas las áreas que conforman  el sistema, tienen identificados los riesgos a nivel ministerial, así como las medidas de mitigación correspondientes, que los hacen riesgos institucionales aceptables;  se cuenta con los procedimientos establecidos tales como: Plan Nacional de Desarrollo (PND), Sistema de Indicadores de Desarrollo Sostenible (SIDES),  seguimiento a los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), y elaboración del Informe de Evaluación de las Metas Nacionales del PND, según lo establece la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, Nº 8131.

RECOMENDACIÓN 7.3.

Desarrollar, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, procedimientos para analizar los mecanismos mencionados en este informe, así como las recomendaciones contenidas en el mismo.

Ver avances de recomendación 7.2.

Realización de actividades de capacitación.- En relación con el objeto de interés, debe además ser comentado, que la CGR en el quinto Congreso Nacional de Gestión y Fiscalización de la Hacienda Pública, denominado “ A una década de la Ley General de Control Interno: Lecciones aprendidas y desafíos”, implementó una agenda donde se incorporó información relacionada con la labor conjunta de trabajo llevada a cabo entre esa Institución y los auditores internos del Sector Público, donde se analizaron un conjunto de fuerzas de trabajo compartidas, siendo una de ellas, relaciona con Ética y Anticorrupción. 

La iniciativa busca desarrollar instrumentos que permitan evaluar y fortalecer la ética institucional y las medidas para prevenir la corrupción. El proyecto incluyó un análisis del referente ético nacional e internacional,  la realización de un Diagnóstico sobre la percepción de la ética en la gestión pública, así como una evaluación de los programas éticos institucionales por medio de las auditorías internas, aspectos a los cuáles se dará seguimiento y continuidad, como parte del programa de capacitación externa de la CGR.

B. SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS:
RECOMENDACIÓN 1.1.1:

Fortalecer los sistemas de contratación de funcionarios públicos en el Poder Ejecutivo. 

MEDIDAS SUGERIDAS:

a) Promover directrices a efecto de dar cumplimiento al artículo 27 del Estatuto de Servicio Civil, con criterios objetivos.

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- El procedimiento de selección y nombramiento en propiedad de funcionarios, se encuentra descrito en el Capítulo V del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil.  

En este sentido, se ha continuado con el fortalecimiento de la resolución DGSC-GRH-GE-SE- 001- 2009 emitida por la Dirección General del Servicio Civil, denominada “Manual de procedimientos de nombramientos en propiedad, vía concurso por oposición”, se estandarizó el procedimiento para los nombramientos en propiedad, de conformidad con la normativa vigente. La norma de comentario describe el proceso de selección del funcionario, desde que ocurre una vacante en alguna dependencia administrativa cubierta por el Régimen del Servicio Civil, hasta su nombramiento en propiedad, es importante destacar que entre las acciones que debe realizar el Ministro o jefe autorizado para seleccionar al nuevo empleado de la nómina o terna de candidatos, en caso de que las vacantes fueren más de una, es la de escoger primero uno solo entre los tres que encabezan la lista, luego otro de entre los dos no escogidos y el cuarto que encabeza la lista, luego otro de entre los dos no escogidos la segunda vez y el quinto que encabece la lista y así sucesivamente. Además, el Manual estipula que en caso de no escoger a ninguno de los tres candidatos enviados por terna, es deber del jerarca razonar mediante oficio ante la jefatura de la Oficina de Servicio Civil su objeción y solicitar de inmediato una nueva nómina.

Ahora bien, en atención al artículo 27 del Estatuto de Servicio Civil, se aclara que aunque la persona autorizada para realizar la escogencia del nuevo funcionario, puede rechazar la nómina, previo razonamiento, éste acto debe ser valorado por la Dirección General de Servicio Civil, órgano que deberá considerar si las objeciones son atendibles, en cuyo caso repondrá la nómina, mientras que si las razones de rechazo no son suficientes solicitará que la decisión sea tomada en alzada por el Tribunal de Servicio Civil. De igual manera, cuando un candidato sea enviado en nómina tres veces al mismo Ministerio y sean escogidos candidatos de calificación inferior, el Ministro o Jefe deberá dar a la Dirección General de Servicio Civil las razones por las que no ha sido escogido.
b) Avanzar en los esfuerzos y fortalecer las disposiciones que se requieren para la publicación del Manual Descriptivo de Empleos del Servicio Civil y sus actualizaciones, a través del Internet. 

Expedición de leyes.- Por medio de la Ley N° 8990 del 13 de octubre del 2011, se modificó la Ley de Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos –N° 8220-, estableciéndose en su artículo 5 que para garantizar uniformidad en los trámites e informar debidamente al administrado, las entidades o los órganos públicos, deberán exponer en un lugar visible y divulgarán por medios electrónicos, cuando estén a su alcance, los diferentes trámites que efectúan y los requisitos que se solicitan.

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- Por Decreto Ejecutivo No. 37045- MP-MEIC del 23 de marzo del 2012, titulado “Reforma al Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos”, señala en el artículo 8 el derecho del ciudadano al acceso a los requisitos necesarios para la realización de trámites relacionados con la Administración, por medios escritos y digitales. 

Es necesario tomar en consideración en los siguientes apartados que, la normativa que señala la obligación de la Administración Pública de divulgar por medios escritos y electrónicos los instructivos, manuales, formularios y demás documentos correspondientes a trámites que se realicen a lo interno de cada institución, es de carácter general y debe aplicarse a cada órgano o ente según el ámbito propio de sus competencias. 

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- Según lo esbozado supra, en la página web de la Dirección General del Servicio Civil, se han ubicado el  Manual de Clases Anchas, el Manual Descriptivo de Clases Artísticas y los Manuales de Especialidades. 

La información de relación se actualiza en el sitio web indicado cada vez que ocurre una modificación, con lo cual se garantiza que el ciudadano obtenga acceso directo a esta información actualizada, así como a información de toda la Dirección General en aspectos de estructura, salarios, personal, servicios, concursos y otra serie de detalles, las 24 horas del día. 

c) Avanzar en los esfuerzos y fortalecer las disposiciones que se requieren para la publicación de los anuncios de vacantes en el Poder Ejecutivo a través de un sistema electrónico que permita la publicación y difusión general de tales anuncios. 

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- Las ofertas de empleo para el Régimen de Servicio Civil -vacantes en el Poder Ejecutivo- son publicadas en un diario de circulación nacional y en la página web de la Dirección General del Servicio Civil en el siguiente enlace: http://www.dgsc.go.cr/dgsc/index.php, en esta misma ubicación es posible para el interesado acceder sin restricciones a normativa, y actos administrativos relacionados con el sistema de Gestión de Recursos Humanos.
Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- Además, en junio del año 2012, la Dirección General del Servicio Civil, elaboró y publicó un documento denominado  “Manual del oferente, (Proceso concursal Puestos Carrera Administrativa y Régimen Artístico)”, que consiste en una guía en la que se incluyen una serie de explicaciones sobre las actividades más comunes y usuales que los postulantes a empleo por puestos cubiertos por el Régimen de Servicio Civil deben ejecutar y conocer, a efecto de poder culminar el procedimiento de forma segura, clara, exitosa y sencilla. 

RECOMENDACIÓN 1.1.3:

Fortalecer los sistemas de contratación de funcionarios públicos en el Poder Judicial.
MEDIDAS SUGERIDAS:

a) Avanzar en los esfuerzos y fortalecer las disposiciones que se requieren para la publicación de las vacantes correspondientes a la categoría de “servidores”/ “funcionarios de servicio” del Poder Judicial, como ocurre con el caso de las vacantes para el servicio de carrera. Esas vacantes, junto con las del servicio de carrera, podrían publicarse a través de un sistema electrónico que permita su difusión general, a través del Internet. 

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- Según la normativa general de acceso a información pública a que se hizo referencia anteriormente, los concursos de servidores y funcionarios del Poder Judicial, se publicitan a través del sitio oficial de éste, en el siguiente enlace http://sitios.poder-judicial.go.cr/personal/concursos.htm  el cual puede ser accesado por cualquier ciudadano sin restricción alguna. El enlace mencionado dirige al usuario a un listado de concursos vigentes -e incluso los que ya fenecidos-, en los cuales se indica adicionalmente los requisitos del cargo o puesto, el reglamento del concurso y la boleta de participación para acceder a los puestos. 

De otro lado, mediante el enlace http://sitios.poder-judicial.go.cr/personal/servicios.htm, es posible acceder a información relacionada con las plazas nuevas ordinarias y extraordinarias, que han sido creadas para el año 2013.

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.-  Aunado a lo anterior, desde la emisión de la Circular N° 108-07 -31 de octubre del 2007-, el Poder Judicial estableció a lo interno de su organización, la obligación de que la información incluida en su sitio, se mantenga al día, para lo cual las oficinas a las que se autorizó a publicar información debían establecer un servidor responsable para estos efectos.

En la misma línea de pensamiento, mediante Circular Nº 10-2012 del 24 de enero del 2012, se estableció el “Nuevo modelo para el reclutamiento, selección y nombramiento de vacantes en el Poder Judicial”, el proceso de reclutamiento y selección que se describe en dicho documento, es de aplicación a todas las clases de puestos de los niveles: operativo, apoyo administrativo, técnico especializado y apoyo jurisdiccional, cuyos procesos de reclutamiento y selección se encuentran bajo la responsabilidad de la Sección de Reclutamiento y Selección del Departamento de Gestión Humana, con excepción de aquellos cargos que por su particularidad requieren de un proceso. En el texto de la norma de comentario se señala que, los registros de postulantes se conformarán y pondrán a disposición de las jefaturas, exclusivamente para realizar los nombramientos interinos o meritorios que se requieran. Para ello se realizarán convocatorias internas o externas al Poder Judicial, según determine la Sección de Reclutamiento y Selección. Así, la  publicación de las convocatorias será realizada mediante la forma que el Departamento de Gestión Humana considere oportuna, en el tanto cumpla con los principios de objetividad, razonabilidad e interés institucional, para lo cual se utilizará el correo electrónico oficial de la institución, página web del Departamento de Gestión Humana y el Boletín Judicial. En caso de que la convocatoria sea externa, además se promoverá en un diario de circulación nacional.

b) Avanzar en los esfuerzos y fortalecer las disposiciones que se requieren para la publicación del Manual de Clasificación de Puestos y sus actualizaciones, a través del Internet. 

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- El Manual Descriptivo de Clases por Puestos Vigentes, actualizado se encuentra publicado en Internet en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/personal/manual.htm. 

RECOMENDACIÓN 1.1.4:

Fortalecer los sistemas de contratación de funcionarios públicos en el Ministerio Público.

MEDIDA SUGERIDA:

Avanzar en los esfuerzos que se requieren para la publicación de las vacantes, a través del Internet. 

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- Los concursos de servidores y funcionarios del Poder Judicial, entre ellos los Fiscales del Ministerio Público se publicitan a través del sitio oficial del éste, en el siguiente enlace http://sitios.poder-judicial.go.cr/personal/concursos.htm , el cual puede ser accesado por cualquier ciudadano las 24 horas del día. El enlace mencionado dirige al usuario a un listado de concursos vigentes, e incluso los fenecidos, en los cuales se indican los requisitos del cargo o puesto, el reglamento del concurso y la boleta de participación para acceder a los puestos. 

Además, el Ministerio Público cuenta con su propia página en Internet, en la que también se publican los diferentes concursos para reclutamiento y selección del personal, así como la normativa a observar en dichos procesos, las bases del concurso, los requisitos que el interesado debe completar, y la bibliografía básica para la presentación de la prueba escrita, el enlace es el siguiente: http://ministeriopublico.poder-judicial.go.cr/ucs/index.html.   

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- Al ser el Ministerio Público un órgano del Poder Judicial, le es aplicable la Circular Nº 10-2012 del 24 de enero del 2012, denominada “Nuevo modelo para el reclutamiento, selección y nombramiento de vacantes en el Poder Judicial”, en el que se establece que las convocatorias internas o externas al Poder Judicial, serán publicadas de forma oportuna en atención a los principios de objetividad, razonabilidad e interés institucional, para lo cual se utilizará el correo electrónico oficial de la institución, página web del Departamento de Gestión Humana y el Boletín Judicial. En caso de que la convocatoria sea externa, además se promoverá en un diario de circulación nacional.

RECOMENDACIÓN 1.1.5:

Fortalecer los sistemas de contratación de funcionarios públicos en la Contraloría General de la República.
MEDIDAS SUGERIDAS:

b) Avanzar en los esfuerzos y fortalecer las disposiciones que se requieren para la publicación de las vacantes en la Contraloría General de la República, a través del Internet. 

Otras.- La Contraloría General de la República divulga la apertura de un concurso externo y de sus requisitos mediante un aviso en el sitio Web institucional:
http://cgrw01.cgr.go.cr/portal/page?_pageid=434,1810486&_dad=portal&_schema=PORTAL .  



Como un mecanismo adicional para la selección y reclutamiento del recurso humano, la Contraloría General de la República ha implementado a través de su página web un sistema de inclusión de currículum, con lo cual se pretende agilizar los procesos de contratación de personal, mediante el registro en línea de ofertas de servicios, el trámite se realiza en el siguiente enlace: http://cgrw01.cgr.go.cr/apex/f?p=234:1:12077215317834:::::  

c) Avanzar en los esfuerzos y fortalecer las disposiciones que se requieren para la publicación del Manual Descriptivo de Puestos y sus actualizaciones, a través del Internet. 

Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.-  El Manual Descriptivo de Puestos, debidamente actualizado, se encuentra a disposición de todos los interesados -usuarios internos y externos- de la Contraloría General de la República en la página web  institucional en el siguiente enlace:
http://documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/documentos/cgr/transparencia/Manual_Perfiles_Puestos.pdf.  

1.2. Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado La República de Costa Rica ha considerado y adoptado medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado, de acuerdo con lo expresado en la sección 1.2 del capítulo II del informe correspondiente.

RECOMENDACIÓN 1.2.2:

Fortalecer los sistemas de contratación de obras públicas implementando disposiciones sobre los puntos siguientes: 

- Disposiciones que establezcan e implementen un mecanismo general de supervisión ciudadana que abarque las diferentes etapas de los procedimientos de adquisición de obras públicas, sin perjuicio de los controles institucionales internos o externos existentes.” 
Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- La Ley de Contratación Administrativa vigente, si bien no contempla mecanismos de supervisión ciudadana para todas las etapas del procedimiento, al menos en la etapa inicial posibilita su participación en materia de objeciones a los carteles (en general para cualquier tipo de objeto), el artículo 82 en lo conducente señala: “[…] Además, estará legitimada para objetar el cartel o el pliego de condiciones, toda entidad legalmente constituida para velar por los intereses de la comunidad donde vaya a ejecutarse la contratación o sobre la cual surta efectos”.
Recientemente, por medio de la Resolución R-DC-28-2012 de las 09:00 del 07 de marzo del 2012, emitida por la Contraloría General de la República, se publicó el “Reglamento del Trámite de Audiencias Orales en Materia de Contratación Administrativa de la Contraloría General de la República”, el cual regula la posibilidad de realizar audiencias orales tanto en recursos de objeción al cartel como de apelación, estableciéndose la posibilidad de dictar la resolución final de manera oral. En esta normativa el artículo 2º señala que dentro del trámite del recurso de objeción puede convocarse a una audiencia oral a fin de que la Contraloría General cuente con mayores elementos de juicio para resolver el recurso. En el curso de la audiencia, el órgano instructor y los asesores, si los hubiera, podrán realizar preguntas y, de igual forma, podrá dictarse en forma oral la resolución final. Igualmente en el trámite del Recurso de Apelación podrán realizarse dos tipos de audiencias orales: la primera se trata de una audiencia final de conclusiones, cuyo propósito es que las partes emitan oralmente las conclusiones, sin que sea permitida la evacuación de prueba ni la presentación de nuevos alegatos, en ella el órgano instructor o el órgano decisor, según corresponda, y los asesores, si los hubiera, podrán realizar preguntas y, de igual manera, podrá dictarse en forma oral la resolución final. El segundo tipo de audiencia ha sido denominada plena de exposición de alegatos, evacuación de pruebas y conclusiones, en esta diligencia se evacua prueba y se emiten conclusiones, sin que sea admisible presentar nuevos alegatos, siendo posible dictar la resolución final en forma oral. El artículo 6 del reglamento mencionado indica que las audiencias orales serán públicas y se pondrá en conocimiento de las partes el lugar, hora y fecha en que se realizará por medio del lugar, fax o dirección electrónica señalada durante la tramitación del recurso. De igual forma, se comunicará por medio de un aviso colocado en la página Web de la Contraloría General y en un lugar o medio accesible al público, como lo son las pizarras de la División de Contratación Administrativa. De esta manera se garantiza el acceso al ciudadano a este tipo de trámite.

De otro lado, como ya se había informado en una oportunidad anterior, con fundamento en el artículo 27 de la Constitución Política, la ciudadanía –en forma individual o colectiva- está facultada para solicitar información de carácter público a las Administraciones sobre las diferentes etapas de los procedimientos de adquisición de obras públicas.

RECOMENDACIÓN 1.2.6:

Estudiar la posibilidad de publicar, cuando corresponda, prepliegos de la licitación con la finalidad de que los interesados puedan conocerlos y presentar observaciones.

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- El artículo 53 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa establece la posibilidad para la Administración de celebrar audiencias públicas con potenciales oferentes antes de elaborar el cartel definitivo. Para ello, deberá mediar invitación publicada en algún diario de circulación nacional en la que se indique, al menos, el lugar, la hora y la fecha de la audiencia, así como el objeto de la contratación. La Administración, no se encuentra obligada a aceptar ninguna de las iniciativas que se le formulen.

Mediante Resolución R-DC-28-2012, la Contraloría General de la República emitió el Reglamento del trámite de audiencias orales en materia de contratación administrativa de la Contraloría General de la República (R-1-2012-DC-DCA). Esta disposición regula la posibilidad de realizar audiencias orales tanto en recursos de objeción al cartel como de apelación, estableciéndose la posibilidad de dictar la resolución final de manera oral. El artículo 2 de dicho texto señala que dentro del trámite del recurso de objeción podrá convocarse a una audiencia oral a fin de que la Contraloría General cuente con mayores elementos de juicio para resolver el recurso. En el curso de esta audiencia el órgano instructor y los asesores, si los hubiera, podrán realizar preguntas y, de igual forma, podrá dictarse en forma oral la resolución final. En el trámite del recurso de apelación pueden realizarse dos tipos de audiencias orales: 

a) Audiencia final de conclusiones: cuyo propósito es que las partes emitan oralmente las conclusiones, sin que sea permitida la evacuación de prueba ni la presentación de nuevos alegatos. 

b) Audiencia plena de exposición de alegatos, evacuación de pruebas y conclusiones: en esta audiencia se evacua prueba, se emiten conclusiones, sin que sea admisible presentar nuevos alegatos, siendo posible dictar la resolución final en forma oral.

Las audiencias orales mencionadas son públicas, y se pondrá en conocimiento de las partes el lugar, hora y fecha en que se realizará por medio del lugar, fax o dirección electrónica señalada durante la tramitación del recurso o que obre en el expediente administrativo. De igual forma, se comunicará por medio de un aviso colocado en la página Web de la Contraloría General y en un lugar o medio accesible al público, como lo son las pizarras de la División de Contratación Administrativa.

2. SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 8, DE LA CONVENCIÓN)

RECOMENDACIÓN 2:

Fortalecer los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción. 

MEDIDAS SUGERIDAS:

Adoptar, a través de la autoridad correspondiente, una regulación integral sobre protección de los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con la Constitución y los principios fundamentales del ordenamiento jurídico interno, la cual podría incluir, entre otros, los siguientes aspectos:

a) Protección para quienes denuncien actos de corrupción que puedan ser objeto de investigación en sede administrativa o judicial;

b) Medidas de protección, orientadas no solamente hacia la integridad física del denunciante y su familia, sino también hacia la protección de su situación laboral, especialmente tratándose de un funcionario público y cuando los actos de corrupción puedan involucrar a su superior jerárquico o a sus compañeros de trabajo;

c) Disposiciones que sancionen el incumplimiento de las normas y/o de las obligaciones en materia de protección.

Elaboración y tramitación de proyectos de ley.- Mediante el Proyecto de Ley de reforma parcial a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, proyecto legislativo N°18348, se pretende adicionar un artículo 4 bis a la Ley Nº 8422, con el fin de incluir medidas de protección administrativa para el funcionario público, denunciante, testigo o que aporte elementos de prueba relevantes en las investigaciones preliminares o procedimientos seguidos por presuntos actos de corrupción, faltas al deber de probidad, conflicto de intereses o cualquier otra situación irregular que incida sobre la Hacienda Pública, tendientes a impedir que sufra perjuicio personal alguno en su empleo.  Este proyecto propone que, si existieren indicios o pruebas de amenazas o represalias en el ámbito laboral en contra del funcionario, el órgano que ostente la potestad disciplinaria en cada institución pueda ordenar, cautelarmente, de oficio o a solicitud del interesado, mediante resolución motivada, entre otras, las siguientes medidas de protección: a) Hacer cesar la perturbación; b) No interferir en el uso y disfrute de los instrumentos de trabajo puestos a disposición del servidor afectado; c) Suspender la ejecución de actos administrativos que puedan conllevar un perjuicio a los funcionarios protegidos; d) Reubicar provisionalmente, trasladar o permutar en su cargo, o en forma excepcional separar temporalmente del cargo con goce de salario al servidor de quien emana la amenaza o represalia, o al funcionario que está siendo objeto de amenazas o represalias. En el último caso, siempre que el servidor protegido haya expresado su consentimiento, el cual deberá quedar constando en la resolución respectiva y; e) Cualquier otra medida de protección que resulte análoga a las anteriores.
4. RECOMENDACIONES GENERALES

RECOMENDACIÓN 4.1:

Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.
Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- La Dirección General del Servicio Civil  a través del Área de Capacitación y Desarrollo (CECADES), generó el oficio ADE-022-2011 (19 de agosto del 2011), dirigido a las instituciones cubiertas por el Régimen de Servicio Civil, en el que se instruyó respecto del diseño de un mecanismo cuyo articulado promueva que los servidores públicos reciban capacitaciones sobre temas de conducta, incluyendo las relativas a conflictos de intereses. 

Realización de actividades de capacitación.- También se han llevado a cabo, por parte de las Oficinas de Servicio Civil, capacitaciones -talleres y foros- a diferentes funcionarios de las Oficinas de Gestión Institucional de Recursos Humanos (OGEREH), en las cuales se han identificado aspectos técnicos y legales que rigen el procedimiento en materia de Concursos Internos, esto en atención a lo dispuesto por  Área de Gestión de Recursos Humanos según lo especificado en el Oficio Circular Gestión 004-2009 (14 de junio del 2010, y el Oficio Gestión 206-2011 (15 de diciembre del 2011).

Por su parte, la Contraloría General de la República, en los años 2010-2011 diseñó y ejecutó el  Programa de Nuevas Autoridades, dirigido a diferentes poblaciones entre las que se destacan funcionarios que desempeñarían puestos de elección popular así como los puestos designados por la Presidencia de la República, asesores legislativos y jerarcas de la Administración Activa. En las capacitaciones realizadas se trataron los temas del bloque de legalidad referente a las prohibiciones de los jerarcas y sus obligaciones y responsabilidades respecto al tema de control interno y auditoría interna, contratación administrativa y tratamiento de denuncias, se les hizo entrega de un material impreso de consulta sobre las principales responsabilidades y prohibiciones que tienen en el ejercicio de su cargo. 

La CGR también ha desarrollado capacitación externa, a través de la consolidación del "Sistema de Capacitación en Contratación Administrativa (SICCA)", para el fortalecimiento de la gestión de adquisiciones y compras públicas en el Sector Público, el cual se impartía en forma presencial y partir del año 2009 en forma virtual. También se impartieron los cursos de  "Modalidad de Entrega según Demanda" y el “Cartel de adquisición de equipo y maquinaria” que coadyuvan en el fortalecimiento de la gestión de adquisiciones. El detalle completo de la información relativa a este apartado puede ser consultada en los párrafos numerados 50 al 61 de este informe.
Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.- La DGSC ha iniciado el proyecto E-Learning, cuyo propósito es dotar a éste órgano de un sistema pedagógico sustentado en las tecnologías de información y comunicación –cursos virtuales-, que facilite al Centro de Capacitación y Desarrollo (CECADES) y a los órganos del Subsistema de Capacitación y Desarrollo (SUCADES), la actualización e idoneidad permanente de los funcionarios del Régimen de Servicio Civil. 
C. TERCERA RONDA DE ANÁLISIS:
1. NEGACIÓN O IMPEDIMENTO DE BENEFICIOS TRIBUTARIOS/ POR PAGOS QUE

SE EFECTÚEN EN VIOLACIÓN DE LA LEGISLACIÓN CONTRA LA CORRUPCIÓN

(ARTÍCULO III, PÁRRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN)
RECOMENDACIÓN 1:

Fortalecer las normas para la negación o impedimento de beneficios tributarios por pagos  que se efectúen en violación de la legislación contra la corrupción.

MEDIDAS SUGERIDAS:

a) Considerar adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a las autoridades competentes la detección de sumas pagadas por corrupción, en caso de que éstas se pretendan utilizar para obtener dichos beneficios, tales como las siguientes:

ii. Posibilidad de acceder a las fuentes de información necesarias para llevar a cabo la verificación y constatación antes aludidas, incluyendo la petición de información a entidades financieras.

Expedición de leyes.- En el mes de setiembre de 2012, se promulgó la Ley para el Cumplimiento del Estándar de Transparencia Fiscal -N° 9068-, norma que reformó el Código de Normas y Procedimiento Tributarios –Ley 4755 de mayo de 1971-. Como parte de las modificaciones operadas por la reforma de comentario, se varió la redacción del párrafo primero del artículo 105 del Código Tributario, razón por la que actualmente toda persona, física o jurídica, pública o privada, se encuentra obligada a proporcionar a  la Administración Tributaria, la información previsiblemente pertinente para efectos tributarios, deducida de sus relaciones económicas, financieras y profesionales con otras personas. La proporcionará como la Administración lo indique por medio de reglamento o requerimiento individualizado. Este requerimiento de información deberá ser justificado debida y expresamente, en cuanto a la relevancia en el ámbito tributario.

El artículo 109 del Código Tributario –modificado por la reforma aludida- dispone la posibilidad para la Administración Tributaria, de establecer directrices respecto de la forma en que deberá consignarse la información tributaria. En este sentido, éste órgano de la Administración podrá exigir que los sujetos pasivos y los responsables lleven los libros, los archivos o los registros de sus negociaciones, necesarios para la fiscalización y la determinación correctas de las obligaciones tributarias y los comprobantes, como facturas, boletas u otros documentos, que faciliten la verificación, imponiendo además a los contribuyentes o los responsables el deber de conservar los duplicados de estos documentos por un plazo de cinco años, con lo cual es posible constatar el origen de los gastos que sean reportados. 

De otro lado, la Ley para el cumplimiento del Estándar de Transparencia Fiscal -N° 9068-, adicionó el artículo 106 al Código de Normas y Procedimiento Tributarios –Ley 4755 de mayo de 1971-, numeral que señala la obligación de las entidades financieras de proporcionar a la Administración Tributaria información sobre sus clientes y usuarios, consistente en información sobre transacciones, operaciones y balances, así como toda clase de información sobre movimiento de cuentas corrientes y de ahorro, depósitos, certificados a plazo, cuentas de préstamos y créditos, fideicomisos, inversiones individuales, inversiones en carteras mancomunadas, transacciones bursátiles y demás operaciones, ya sean activas o pasivas, en el tanto la información sea previsiblemente pertinente para efectos tributarios ya para la administración, determinación, cobro o verificación de cualquier impuesto, exención, remesa, tasa o gravamen, que se requiera dentro de un proceso concreto de fiscalización con base en criterios objetivos determinados por la Dirección General de Tributación; o bien, cuando se trate del cumplimiento de una solicitud de información conforme a un convenio internacional que contemple el intercambio de información en materia tributaria. 

El mismo precepto normativo de comentario, señala con claridad que el término “entidad financiera" engloba todas aquellas entidades que sean reguladas, supervisadas o fiscalizadas por los siguientes órganos, según corresponda: la Superintendencia General de Entidades Financieras, la Superintendencia General de Valores, la Superintendencia de Pensiones, la Superintendencia General de Seguros o cualquier otra superintendencia o dependencia que sea creada en el futuro y que esté a cargo del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. La anterior definición incluye a todas aquellas entidades o empresas costarricenses integrantes de los grupos financieros supervisados por los órganos mencionados. 

De la relación de los artículos 114, 115 y 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (CNPT), se tiene que la Administración Tributaria podrá solicitar, mediante resolución fundada, a la autoridad judicial competente, autorización para el secuestro de documentos o bienes cuya preservación se requiera para determinar la obligación tributaria o, en su caso, para asegurar las pruebas de la comisión de una infracción o un acto ilícito tributario. La información obtenida o recabada solo podrá usarse para fines tributarios de la propia Administración Tributaria, la cual está impedida para trasladarla o remitirla a otras oficinas, dependencias o instituciones públicas o privadas, salvo el traslado de información a la Caja Costarricense de Seguro Social, de conformidad con el artículo 20 de la Ley Nº 17, de 22 de octubre de 1943, y sus reformas. 

Además con la inclusión del artículo 115 bis en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, se abre la posibilidad de trasladar o utilizar toda la información necesaria requerida por los tribunales comunes o por administraciones tributarias de otros países o jurisdicciones con las que Costa Rica tenga un convenio internacional que contemple el intercambio de información en materia tributaria. En este sentido, la forma de intercambio de información y los procedimientos que serán seguidos para recabar la información solicitada serán los que se establezcan conforme al convenio internacional que se invoque y la normativa costarricense. 

Finalmente, la reforma legal que se ha venido comentando modificó el artículo 615 del Código de Comercio -Ley N.º 3284 de 30 de abril de 1964-, norma que regula el secreto bancario en el sistema costarricense, para exceptuar la intervención que, en cumplimiento de sus funciones, haga la Superintendencia General de Entidades Financieras o la Dirección General de Tributación autorizada al efecto.

Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- Tomando como base la reforma planteada, la Dirección General de Tributación emitió la Resolución 003 del 15 de enero del 2013, para el “Intercambio de la Información Tributaria a Nivel Internacional”, en la cual se implementan los mecanismos de ejecución y se señalan los órganos competentes para llevar a cabo tanto la entrega de información previsiblemente pertinente para efectos tributarios al amparo de un requerimiento, así como la posibilidad de llevar a cabo una solicitud de esta naturaleza ante los Estados colaboradores. 

2. PREVENCIÓN DEL SOBORNO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS NACIONALES Y EXTRANJEROS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 10 DE LA CONVENCIÓN)

RECOMENDACIÓN 2:

Fortalecer las normas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros.

MEDIDAS SUGERIDAS:

b. Considerar adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar el incumplimiento de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables, a detectar sumas pagadas por corrupción ocultadas a través de dichos registros, tales como las siguientes:

c. Realizar campañas de concientización dirigidas a las personas responsables de asentar los registros contables y de dar cuenta de su exactitud, acerca de la importancia de observar las normas expedidas para garantizar la veracidad de dichos registros y las consecuencias de su violación, al igual que implementar programas de capacitación diseñados específicamente para instruir a quienes desarrollan labores de control interno en las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones obligadas a mantener registros contables, sobre la manera de detectar a través de los mismos actos de corrupción.

El Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica (CCPCR), el cual se encuentra afiliado a la Federación Internacional de Contadores (IFAC),  asumió la misión de desarrollar y promover una profesión contable con estándares armonizados, capaces de asegurar servicios de alta calidad y consecuente con el interés público. De esta manera, el colegio gremial costarricense desde su constitución se comprometió con la tarea de promulgar la normativa requerida para el adecuado ejercicio de la Auditoría, especialmente en cuanto a la técnica, los deberes y la formación profesional. 

El CCPCR, como miembro de la IFAC, tiene acceso al uso de la normativa que emite el Consejo de Normas Internacionales de Auditoría y Aseguramiento, (International Auditing and Assurance Standards Board, IAASB), lo anterior significa que todos los agremiados, cuentan con la facilidad de conocer y aplicar las Normas Internacionales de Información Financiera, Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público y las Normas Internacionales de Información Financiera para la Pequeña y Mediana Empresa; además de otras regulaciones de carácter financiero-contable. 

Para lograr estos objetivos, el Colegio mantiene un programa permanente de capacitación para que los Contadores Públicos Autorizados, profesionales de carreras afines, docentes y empresarios, puedan actualizar sus conocimientos en cuanto al uso y aplicación de la normativa contable.

En relación con lo descrito, en el año 2012, el CCPCR celebró la  “Semana de la Contaduría Pública 2012”, con un ciclo de charlas gratuitas sobre una variedad de materias impartidas por reconocidos y experimentados profesionales, para que los participantes -en su mayoría profesionales-, ampliaran  sus conocimientos y se actualizaran sobre la aplicación de normativas y legislación relacionada con la prestación de servicios contables y financieros. Entre los temas abordados en dicha jornada se destacan: “Aspec​tos tributarios de las remuneraciones en Costa Rica”, “Los deberes formales y materiales inherentes al ejer​cicio liberal de la profesión y sus implicaciones en caso de incumplimiento”, “El rol de Contador Público frente a la legitimación de capitales,  Ley N° 8719” y “Liderazgo Femenino en la gestión de negocios”. Adicionalmente, se dictó una charla, di​rigida a estudiantes de Contabilidad de un Colegio Técnico-Profesional de una localidad de la ciudad capital, con in​formación sobre las funciones y responsabilida​des encomendadas por la Ley N° 1038 al Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, así como sobre las regulaciones y requisitos para el ejer​cicio profesional, la ética y obligaciones que de​ben cumplir los Contadores Públicos Autorizados. Según información del Departa​mento de Desarrollo Profesional Continuo de la organización gremial, se calcula que el total de los asistentes a las actividades mencionadas fueron más de 1.500.

d. Considerar realizar campañas de concientización y de promoción de la integridad destinadas al sector privado y considerar adoptar medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban ser implementadas para prevenir la corrupción.

Realización de actividades de capacitación.- En el año 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección General de Tributación, implementó una serie de cursos dirigidos al sector privado, a continuación se destacan los resultados de dicha iniciativa:

· Curso Básico Tributario. Programa de Voluntariado (Colegios Técnicos): Consta de 20 horas y está previsto para desarrollarse en una semana, 4 horas diarias en el cual se estudian 5 temas. Se ha visitado un total de 27 Colegios Técnicos Profesionales entre diurnos y nocturnos que aceptaron se les impartiera el curso, de los cuales en algunos colegios se ha impartido el curso más de una vez, por otro lado se impartieron también 5 cursos en 3 instituciones públicas y 2 en privadas, para un total de 38 cursos impartidos entre colegios técnicos y otras instituciones, con una asistencia total de 996 personas, por lo que se tiene un porcentaje de ejecución de un 119%. 
· ABC de los Impuestos (PYMES y Colegios Profesionales): Cada charla consta de una duración de 2 a 3 horas aproximadamente, y tiene como objetivo presentar otro frente de información distinto al que presentan los asesores y contadores, con el fin de mejorar el cumplimiento voluntario. Se programaron charlas para 13 PYMES y los 25 Colegios Profesionales que existen a nivel nacional, se ha impartido 11 charlas en las PYMES y 12 charlas Colegios Profesionales, con un porcentaje de ejecución del 61% y una asistencia total de 976 personas. 

· ¿Por qué y para qué de los impuestos? (Escuelas, Colegios y Universidades): En coordinación con el Ministerio de EP se ha programado una serie de charlas dirigidas a niños y jóvenes de varios centros educativos públicos y privados; así como también buscar un acercamiento con estudiantes universitarios de grado de licenciatura de diversas carreras, con el fin de brindarles charlas relacionadas con la ética tributaria y ciudadana para crear conciencia sobre el fin social de los tributos, tienen una duración 40 minutos. Se programaron 10 charlas de las cuales se han impartido 6 sobre “Conciencia Tributaria” en universidades públicas y privadas, con una asistencia total de 229 estudiantes, con un porcentaje de ejecución del 60%.

3. SOBORNO TRANSNACIONAL (ARTÍCULO VIII DE LA CONVENCIÓN)

RECOMENDACIÓN A):

Fortalecer los procedimientos e indicadores con los que cuentan los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de soborno transnacional, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación al respecto, para analizar los resultados objetivos que se obtengan en esta materia. 

El Ministerio Público y los Tribunales Penales del Poder Judicial, son la instancia encargada por ley para investigar y juzgar –respectivamente-, el delito de soborno transnacional. Por su parte, el Departamento de Planificación del Poder Judicial, es el órgano administrativo que tiene a su cargo la realización del análisis estadístico, entre otros, de los casos ingresados al Sistema Judicial en Materia Penal de Adultos, según la definición de diversos indicadores, entre los cuales se destaca de interés para el presente apartado el correspondiente al tipo penal.  Así, según la información estadística correspondientes a los años del 2002 al 2011, no se reportaron casos ingresados por el delito de soborno transnacional. La información de relación puede ser ubicada en el siguiente enlace  http://sitios.poder-judicial.go.cr/planificacion/Estadisticas/Anuarios/judiciales/2011/index.htm 

SECCIÓN III: OTROS AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN
DISPOSICIÓN DE LA CONVENCIÓN: 

“Artículo III

Medidas preventivas

 A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:

1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas.  Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones.  Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.  Tales medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la gestión pública.

2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta.

3. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades.

4. Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda.

5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas.

6. Sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del Estado, que impidan la corrupción.

7. Leyes que eliminen los beneficios tributarios a cualquier persona o sociedad que efectúe asignaciones en violación de la legislación contra la corrupción de los Estados Partes.

8. Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno.
9. Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas.

10. Medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, tales como mecanismos para asegurar que las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones mantengan registros que reflejen con exactitud y razonable detalle la adquisición y enajenación de activos, y que establezcan suficientes controles contables internos que permitan a su personal detectar actos de corrupción.

11. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción.

12. El estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público.”

MEDIDAS: 
Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.- En los últimos años, ha tomado fuerza la práctica administrativa de las diferentes instituciones estatales, de emitir normas –reglamentos y códigos-, con el propósito de guiar a los funcionarios públicos para que en el desempeño de sus funciones, éstos observen siempre una conducta correcta e intachable, a través de la definición de principios, deberes y obligaciones. Como ejemplo de lo señalado, se pueden citar los siguientes reglamentos y decretos, relacionados con conductas éticas a los que están afectos los servidores de la organización correspondiente: 

· Código de Ética para los directores de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, miembros del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, Gerente, Subgerente, Superintendentes e Intendentes y personal del Banco Central de Costa Rica; Banco Central de Costa Rica, Reglamento N° 5477 del 03 de noviembre del 2010.

· Código de Ética de los Funcionarios del Instituto Costarricense de Turismo,  Instituto Costarricense de Turismo, Reglamento N° 5676 del 08 de febrero del 2011.

· Código de Ética Profesional de la Auditoría Interna del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo, Instituto Nacional de Fomento Cooperativo, Reglamento N° 3822  del 28 de marzo del 2011.

· Postulado de ética para los funcionarios del PIMA (Programa Integral de Mercadeo Agropecuario), PIMA-CENADA, Acuerdo N° 1868, del 12 de julio del 2011.

· Código de Ética de la Municipalidad de Orotina, Reglamento Municipal N° 0- A  del 07 de noviembre del 2011.

· Código de Ética Profesional de la Auditoría Interna del Instituto de Desarrollo Agrario, Reglamento N° 42 del 21 de noviembre del 2011.

· Código de Conducta para fortalecer la ética pública dentro de los procesos institucionales, Municipalidad de Alajuela, Reglamento Municipal N° 52 del 27 de diciembre del 2011.

· Código de Ética y Conducta del Instituto de Desarrollo Agrario, Reglamento N° 3  del 24 de enero del 2012.

· Reforma Integral Código de Conducta del Conglomerado Banco Nacional de Costa Rica, Banco Nacional de Costa Rica, Reglamento N° 11751 del 14 de febrero del 2012.

· Código de Ética del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), Decreto Ejecutivo N° 37228 del 28 de junio del 2012.

· Reforma Integral Código de Ética del Conglomerado Financiero Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Reglamento N° 5021 del 27 de noviembre del 2012.

· Reglamento de principios, valores y conductas éticas a observar por parte del Concejo Municipal, Titular de Alcaldía, demás autoridades administrativas y personal de la Municipalidad de Heredia, Municipalidad de Heredia, Reglamento Municipal N° 196  del 17 de setiembre del 2012.

Como un esfuerzo adicional para lograr la transparencia y objetividad en los procedimientos de contratación de personal del Poder Ejecutivo, la Dirección General del Servicio Civil mediante resolución Nº DGSC-GRH-RSP-01-2012 emitió el Manual de procedimientos para la Ejecución de Concursos del Artículo 15 (penúltimo párrafo) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, mismo que regula y estandariza el proceso que  se realiza para llenar las plazas vacantes y/o conformar los Registros de elegibles en las Instituciones cubiertas por el Régimen de Servicio Civil, para los puestos que por la naturaleza de sus funciones están regulados en el Artículo 15 del R.E.S.C (penúltimo párrafo), mediante el reclutamiento y la selección de personal correspondiente. Los puestos cubiertos por la nueva norma corresponden a aquellos que requieren esencialmente destreza manual, fuerza física o el dominio de un oficio mecánico. De este modo, todo aspirante a servir un puesto dentro del Régimen de Servicio Civil, deberá someterse a los concursos, investigaciones, pruebas, exámenes y demás procedimientos y recursos técnico-científicos que estime convenientes la Dirección General, con el objetivo de verificar que la persona reúna las condiciones físicas, morales y psicológicas requeridas para el desempeño exitoso del cargo.  

En la misma línea de pensamiento el Poder Judicial mediante Circular Nº 10-2012, adoptó el “Nuevo modelo para el reclutamiento, selección y nombramiento de vacantes en el Poder Judicial”, aplicable a los procesos de reclutamiento y selección que se encuentran bajo la responsabilidad de la Sección de Reclutamiento y Selección del Departamento de Gestión Humana, con excepción de aquellos cargos que por su particularidad requieren de un proceso distinto tales como Investigador 1, Auxiliar de Seguridad, Agente de Protección, Custodio de Detenidos u otros. En la circular se desarrolla el proceso de reclutamiento y selección para todas las clases de puestos de los niveles operativo, apoyo administrativo, técnico especializado y apoyo jurisdiccional. 

Expedición de leyes.- Mediante la Ley N° 8862 denominada Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público, se señaló que en las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes. 

Este mecanismo asegura un porcentaje de participación en pospuestos del Gobierno Central de Costa Rica, para personas con alguna discapacidad, mismas que serán contratadas atendiendo a criterios objetivos que permitan determinar que son aptas para laborar en el campo específico. Aunado a lo anterior, se emitió el Decreto Ejecutivo Nº 36462-MP-MTSS -Reglamento a la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, Ley N° 8862-, el cual regula los mecanismos para la efectiva aplicación y seguimiento de la Ley N° 8862, a fin de alcanzar la más plena inclusión de las personas con discapacidad en el ámbito laboral del sector público. En el numeral 8 de dicho cuerpo normativo, se establece la obligación de todas las instituciones del Sector Público de escoger de manera obligatoria a la persona con discapacidad que haya superado las pruebas selectivas y de idoneidad correspondientes y que acepte el puesto, aunque la nómina o la designación haya sido conformada por un solo candidato o solo una persona se hubiese presentado a la entrevista.

Elaboración y tramitación de proyectos de ley.- Es importante señalar además que, con el propósito de fortalecer Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública –Ley N° 8422-, se conformó una comisión interinstitucional de reforma de dicho texto, esta iniciativa contó con la participación de profesionales de diversos órganos de control tales como la Contraloría General de la República, el Instituto Costarricense sobre Drogas, el Ministerio Público y la Procuraduría General de la República. 

La reforma planteada mediante el proyecto de ley N°18348, pretende reforzar el régimen preventivo de la Ley, por medio de la incursión de enmiendas al proceso de atención de denuncias, incorporación de medidas de protección adicionales para el denunciante de buena fe, reconocimiento de los principales alcances del derecho de acceso a la información pública, y la ampliación del régimen de incompatibilidades y abstenciones vigente en el ordenamiento jurídico, que tiene como fin evitar los conflictos de intereses (define de forma más clara las causales, que además sería de aplicación a todo funcionario). 

Además, el texto sometido a valoración de la Asamblea Legislativa por un lado busca consolidar el sistema de declaraciones juradas, como una herramienta mejorada para la prevención y detección de actos de corrupción, mientras que por otro se proponen mejoras al régimen sancionatorio, tales como la inclusión de causales de responsabilidad administrativa adicionales, tendentes a fortalecer éste régimen y evitar que eventuales actos de corrupción queden impunes por falta de presupuestos legales para su sanción en sede administrativa. En el ámbito de responsabilidad administrativa, las variantes principalmente están dirigidas a unificar y equipara las penas de la LCCEI a delitos del Código Penal.

  

� En dólares americanos equivale a: $42.067.855,18 al tipo de cambio para la venta (509,32 colones) previsto por el Banco Central de Costa Rica para el 28 de mayo de 2012.





